EL DERECHO DE LAS AGUAS EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA Y LAS IMPLICACIONES DEL RECONOCIMIENTO DE DERECHOS INDIVIDUALES Y COLECTIVOS
 

Autor: Santiago Vallejo G.

Corporacion Grupo Randi Randi

Quito, Ecuador, Noviembre 2006

Introducción.- 

El Centro de Apoyo a la Gestión Sustentable del Agua y el Medio Ambiente “Agua Sustentable” (CGIAB-Bolivia) y el Consorcio para el Desarrollo Sostenible de los Andes (CONDESAN), a través de la red institucional generada en torno a la “Visión Andina del Agua”, con el apoyo financiero del IDRC-Canadá, se encuentra liderando la elaboración de estudios destinados a identificar y analizar los alcances normativos de los derechos de agua reconocidos por las legislaciones vigentes de Bolivia, Chile, Ecuador y Perú. Y, además, busca alimentar el debate relacionado con el reconocimiento de derechos individuales y colectivos de aguas en dichos países.

En Ecuador, el Proyecto ha financiado la elaboración de tres investigaciones lideradas por la Corporación Grupo Randi Randi (CGRR). Las dos primeras corresponden a estudios de caso sobre la cuenca del río El Ángel (Provincia de Carchi, ubicada en el extremo norte del país) y sobre las cuencas de los ríos Pisque y La Chimba (zona norte de la provincia de Pichincha). El tercer estudio  analiza el marco jurídico del agua en el país y su aplicación desde la perspectiva del Derecho Público y Privado; así como también las nuevas teorías sobre los derechos colectivos, aspectos que sirven de punto de partida para los estudios de caso analizados. 

En este marco, la presente investigación corresponde al ordenamiento jurídico del Ecuador y tiene por objeto realizar una revisión histórica de los diversos momentos legislativos de la normativa de aguas. Además, busca incorporar varias dimensiones sobre el debate de los derechos colectivos en el país, teniendo en cuenta que la novedad de tal concepto impide remontarse mucho más allá de la década de los años noventa. 

Para el efecto, el estudio ha sido dividido en cuatro secciones. La primera corresponde a un recorrido histórico a través del cual se analizan las distintas leyes de aguas y otras conexas, que han regido al país desde 1830. La segunda recoge los más importantes proyectos de reforma de la legislación de aguas y evalúa las razones por las cuales no llegaron a consolidarse. La cuarta plantea las consideraciones jurídicas e históricas que permitieron la inclusión del concepto de derechos colectivos en la Constitución ecuatoriana. Por último, la quinta presenta dos estudios de caso emblemáticos en materia de derechos difusos para el Ecuador.

1. Antecedentes históricos de la legislación ecuatoriana de aguas.-

1.1 Primera Ley de Aguas del Ecuador.-

La primera ley de aguas ecuatoriana fue promulgada por el Congreso Constitucional del Estado el 15 de octubre de 1832
. Su objetivo central era la regulación del acceso, a través de un sistema de servidumbres de acueducto. En este contexto, quien no poseía derechos de propiedad en los terrenos ribereños, podía optar por la construcción de zanjas, cauces y acequias que le permitiesen transportar el agua desde la fuente natural hasta las tierras de su propiedad, previa indemnización de los daños y perjuicios ocasionados. 

Bajo el imperio de esta norma, los derechos de propiedad privada individual sobre los recursos hídricos estaban ampliamente garantizados. Ninguna persona podía disputarle el acceso a quien gozaba de un título de propiedad legítimamente constituido; ni aún tratándose de un posesionario. Respecto de las aguas públicas y comunes, en cambio, no existieron limitaciones legales en cuanto a la imposición de gravámenes se refiere. De hecho, la ley buscaba masificar el acceso a estas fuentes naturales, mediante la figura jurídica de la servidumbre.

La única reforma que experimentó esta norma jurídica se produjo el 23 de noviembre de 1855, cuando un decreto legislativo hizo extensivas sus disposiciones a las empresas fabriles (Larrea, 1977: 54).

1.2 La Ley de Aguas de 1936.-

Cronológicamente, la segunda ley de aguas correspondió al año de 1936
 y se caracterizó por ser mucho más completa que la anterior, dada la incorporación de disposiciones más funcionales y claras, sobre todo en cuanto se refería al acceso y a los usos.

En efecto, los usos garantizados por la ley debían referirse específicamente a riego, usos domésticos, abrevadero de animales, fuerza eléctrica y motriz. Asimismo, se estableció la obligación de instalar medidores en los bocacaces, con el objeto de controlar las cantidades de agua asignadas a cada usuario. Se determinaron parámetros respecto de las dimensiones de las acequias, la dirección, el declive y las condiciones del suelo por las que atravesaban. Se instituyó la obligación de construir las obras necesarias para el servicio del predio gravado con la servidumbre, entre otros aspectos importantes.

Durante esta etapa, destacó la incorporación del principio del dominio público en el Código Civil de 1860
, cuyo Art. 575 declaraba que los bienes nacionales de uso público, o simplemente bienes públicos, pertenecían a la nación toda y su uso correspondía a todos los habitantes de ella. Adicionalmente, se incluyó la definición de los bienes del Estado o fiscales, en que la titularidad y el uso correspondían exclusivamente al Estado. 

La reforma de la ley, en 1945
, modificó los plazos para ejercer derechos de conducción de aguas, incorporó a nuevos usuarios en los casos en que existían sobrantes considerables, o cuando la cantidad de agua asignada a un usuario anterior había sido excesiva; pero fundamentalmente, otorgó competencia al Ministerio de Obras Públicas para intervenir en asuntos de aguas.

También se publicaron otras normas importantes, tales como: la Ley de Riego y Saneamiento del Suelo
 en 1944, cuyo enfoque fue dirigido al fomento de la producción agrícola, la reglamentación del uso y goce de aguas remanentes de una heredad o industria
, con la salvedad de que existieran derechos preexistentes adquiridos por terceros; y, las Disposiciones para el uso de acequias y aguas de regadío en provecho de la agricultura en 1942
 que sirvieron de base para la promulgación de la Ley de Condominio de Aguas de 1960.

1.3 La Codificación de 1960.-

La Ley de Aguas
 publicada en 1960 respondió a un esfuerzo sistematizador del Congreso Nacional, que codificó varias normas legales de trascendencia nacional, que incluyó además al Código Civil, a la Ley de Condominio de Aguas, a la Ley de Riego y Saneamiento del Suelo y a la Ley de la Caja Nacional de Riego.

Dicha publicación implicó que se mantuvieran en la órbita de lo privado a las aguas termales, minerales y medicinales; así como también a aquéllas que nacían y morían en una misma heredad; y, a las aguas de los lagos que no podían ser navegadas por buques de más de cien toneladas.

Entre los bienes públicos se continuó considerando a las aguas del mar territorial; y, se incorporaron aquellas que corrían por los cauces naturales como ríos y lagos (que no reunían las características descritas en el párrafo anterior). Lo mismo ocurrió con las aguas lluvias que ocasionalmente recorrían caminos públicos o quebradas secas y también con las aguas subterráneas. 

Adicionalmente, destacó la publicación de la Ley de Condominio de Aguas, cuyo objetivo fue la regulación de la propiedad comunal existente sobre canales de riego. Para el efecto, siempre y cuando los condóminos superasen el número de ocho, se debía crear un Directorio de Aguas integrado por los propios condueños, encargado de la administración de dicho canal.

1.4 La Ley de Aguas de 1972.-

La ley de Aguas
 que, en cierto sentido, rige hasta la actualidad constituye un verdadero hito respecto de la propiedad de las aguas en el Ecuador, en razón de que cerró definitivamente toda posibilidad de ejercer cualquier forma de propiedad privada sobre las fuentes y cauces naturales, hasta el punto de prever expresamente que todas las aguas de propiedad particular, existentes hasta entonces, pasaban al dominio público; y, que sus propietarios se transformaban en meros titulares de derechos de aprovechamiento (Art. 3).

Se estableció con mayor claridad el rol del Estado en la administración del recurso, a través del sistema de concesiones de derechos de aprovechamiento de aguas (Arts. 23 y siguientes), cuya dirección fue encargada a un ente estatal especializado, el Instituto Ecuatoriano de Recursos Hidráulicos (INERHI), creado en el año 1966
, pero que en la actualidad ha desaparecido.

Fue más específica y completa al establecer disposiciones particulares para los diversos usos existentes (Vg. riego, energía, industria, minería, entre otros), así como las servidumbres (Arts. 62 y siguientes), aprovechamientos comunes (Arts. 74 y siguientes), e infracciones y penas (Arts. 77 y 78). Además, se reservó un título exclusivo para abordar los asuntos referentes a la jurisdicción y el procedimiento que debían seguir los conflictos administrativos entre usuarios y también frente a la administración pública (Arts. 79 y siguientes).

1.5 La Codificación del Año 2004.- 

Si bien la Codificación de la Ley de Aguas de 2004
 constituyó una mera reproducción de la ley de 1972, es necesario considerarla como una norma distinta, dadas las modificaciones que presentó en relación al texto original.

Así, se incorporaron varios artículos de la Ley de Desarrollo Agrario antes de su codificación
, que incluyeron: a) el traspaso del aprovechamiento de aguas cuando existe transferencia de dominio de los predios que se sirven de ella, b) la incorporación de aspectos culturales locales y de las poblaciones indígenas en las concesiones y planes de manejo de las fuentes naturales y cuencas hidrográficas; y, c) las indemnizaciones a campesinos y agricultores por todos los perjuicios irrogados en función del aprovechamiento de aguas por sectores urbanos.

También se contempló la posibilidad de plantear acción popular para denunciar los hechos relacionados con la contaminación del agua. Esta disposición se basa en el inciso tercero del artículo 91 de la Constitución Política, que establece que cualquier persona natural o jurídica, o grupo humano
, pueden ejercer acciones establecidas por la ley para proteger el medio ambiente. Una de esas acciones es, precisamente, la acción popular, también prevista por el artículo 29 de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental
 y por el artículo 28 de la Ley de Gestión Ambiental
.

1.6 Algunas observaciones.-

Entre 1830 y la actualidad se han promulgado un total de cinco leyes de aguas en el país; es decir en los años: 1832, 1936, 1960, 1972 y 2004; lo cual permite identificar dos períodos históricos en materia de propiedad de aguas. Por un lado, un período de aproximadamente ciento cuarenta años, en donde el recurso hídrico fue regulado como una dicotomía entre lo público y lo privado; y, por otro lado, un espacio de tiempo de aproximadamente treinta y cuatro años, comprendido entre 1972 y la actualidad, en que el agua se ha considerado como un bien exclusivamente de carácter público. 

En consecuencia, se advierte que la tradición legislativa ecuatoriana no siempre ha abordado a las fuentes de agua como bienes exclusivamente públicos; sino que, más bien, ha estado abierta a ambos enfoques: uno público y otro privado.

2. Los proyectos de reforma a la ley de aguas (intentos inconclusos).-

Cuando se analiza la historia legislativa del Ecuador, no se puede identificar ningún momento en el que la sociedad haya estado totalmente conforme con la normativa de aguas. De hecho, durante varias épocas han existido propuestas para modificar el ordenamiento jurídico; lo cual puede considerarse como un indicador de la insatisfacción social que siempre ha existido.

A continuación se sintetizan algunos de los proyectos que, a pesar de su importancia, no han logrado ser considerados en su totalidad para la reforma legislativa de aguas, que hasta la actualidad se reclama.

2.1 Los proyectos primitivos.-

El connotado jurista ecuatoriano Víctor Manuel Peñaherrera fue el autor de uno de los más antiguos proyectos de ley de aguas que se conocen, el cual se difundió mediante su publicación en la Imprenta de la Universidad Central del Ecuador en 1906 (1906: 4).

Aquel documento se encuentra divido en cuatro partes. La primera constituyó un intento por transparentar el estado de los derechos de propiedad, cuidando de respetar los preexistentes. La segunda parte se refirió a las formas de adquirir tales derechos hacia el futuro. La tercera sección buscó reglamentar el ejercicio del acceso al agua, tanto para propietarios y poseedores preexistentes como para los sucesivos. Finalmente, la última parte contemplaba sanciones, incluso penales, para las contravenciones a la ley (Ibíd. 6-11).

Un segundo proyecto de ley de aguas fue preparado por dos profesores de la propia Universidad Central: Richard Mûller y C.M. Tobar y Borgoño; quienes publicaron su trabajo en 1912 con un enfoque profundamente industrializador (1912: 131).

Su planteamiento se estructuró en función de cinco títulos. En el primero se propuso una clasificación de las aguas según su naturaleza jurídica (pública y privada), siguiendo la tendencia preponderante de la época. En el título segundo se planteó la fórmula de la concesión para regular el aprovechamiento de las aguas públicas, aspecto que incluía los usos (agricultura, industria, navegación y comercio), la infraestructura, las medidas de cálculo, las contribuciones, entre otros temas. El tercer título sugería la creación de una Oficina Hidrológica como entidad adscrita al Ministerio del Interior, con atribuciones específicas en materia de aguas. El título cuarto regulaba las funciones de la Policía de las Aguas, encargada de su vigilancia y de la garantía de derechos a través de la dirimencia de conflictos entre usuarios. Y, finalmente, el título quinto determinó disposiciones transitorias dirigidas a dilucidar la situación jurídica en la que hubieren quedado los propietarios y poseedores anteriores a la norma, en caso de que ésta hubiere sido aprobada.

El último proyecto de ley de esta etapa, fue elaborado por Wayne Craddle en 1965, a solicitud de la Junta Nacional de Planificación y Coordinación Económica. Éste incorporaba artículos sobre la propiedad pública, la medición de caudales y volúmenes, el aprovechamiento con fines productivos, la reversión al Estado de los derechos por abandono, el dominio de acequias y reservorios, las obligaciones de los propietarios de las acequias, el traspaso de los derechos de agua y el registro de derechos. Pero, aunque es difícil establecer con exactitud las razones por las cuales el proyecto no prosperó, sí se puede inferir -en vista de que el propio documento lo advierte- que varias de sus disposiciones eran inaplicables a la realidad ecuatoriana, tanto por su alcance como por su funcionalidad (1965: 1-6). 

2.2 La propuesta de la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE).- 

El proyecto de Ley de Aguas elaborado por la CONAIE en 1996 surgió como una propuesta integradora de tres elementos básicos: el ser humano, la naturaleza y la sociedad. La percepción de los pueblos y nacionalidades indígenas, respecto de la legislación vigente, era que se trataba de un sistema excluyente que no consideraba ningún nivel de participación, así como tampoco los valores culturales ni la distribución equitativa del recurso. En general, la propuesta se desarrolló alrededor de siete puntos centrales (CONAIE, 1996: 3-6):

1. Mantener el status legal del agua como bien público.

2. Manejar el recurso en función de una visión sostenible e integradora de los componentes del ecosistema (ser humano, flora, suelo, fauna, agua).

3. Apoyar al sector del riego indígena y campesino.

4. Promover la seguridad alimentaria interna del Ecuador.

5. Incorporar la perspectiva cultural de los pueblos indígenas y campesinos.

6. Propiciar la gestión social participativa a través del manejo comunitario del agua; y, 

7. Conformar el Fondo Nacional de Riego para apoyar un manejo sostenible, integral y pluricultural de las aguas.

Aspectos muy similares fueron abordados en el Taller sobre Ley de Aguas y Sistemas de Riego Comunitario organizado por la propia CONAIE y llevado a cabo durante el mismo año (Pacari, 1996:7-8).

Entre los aspectos más novedosos de la propuesta, se pueden identificar los siguientes: a) la incorporación de un glosario de términos en materia hídrica, b) la inclusión de la seguridad alimentaria como una prioridad para la prelación de las autorizaciones, c) la inclusión del término aguas sagradas, su definición, preservación, manejo y utilización; y, d) la creación de un fondo Nacional de Riego, Capacitación, Protección y Manejo de Recursos Hídricos para la construcción y rehabilitación de sistemas de riego, el diseño, estudio y construcción de obras de represamiento, recuperación y sostenimiento de cuencas hidrográficas, capacitación y formación de personal técnico, limpieza y reciclaje de aguas servidas y contaminadas e investigación técnica.

3.3 Las propuestas del Ministerio de Agricultura y Ganadería y del Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH).- 

Una de las propuestas más extensas fue la que planteó Rafael Armijos en diciembre de 1997, a nombre del CNRH. Este proyecto se encontraba dividido en veinte y siete títulos que implicaban la derogación expresa de, al menos, cuatro cuerpos normativos anteriores. Entre ellos: la Ley de Creación del Instituto Ecuatoriano de Recursos Hidráulicos (INERHI), la Ley de Aguas de 1972, y dos decretos ejecutivos adicionales
 (Armijos, 1997).

Sobre la naturaleza jurídica del agua, esta propuesta no implicaba un cambio trascendente, puesto que el status jurídico se mantenía en la órbita de lo público. Probablemente, lo más novedoso fue la inclusión expresa de otras fuentes no consideradas en la ley de 1972, tales como: pantanos, manantiales, cascadas naturales y fuentes marítimas-estuarinas; además de otros efectos hidrológicos como los cauces de ríos, quebradas y esteros, el lecho de los embalses naturales y una faja de 80 metros de ancho paralela a la línea de marea más alta (Ibíd. 1).

Por lo demás, la propuesta se englobaba en el ámbito de las cuestiones reguladas por la ley de 1972; y, en algunos temas, era concordante con los propios planteamientos de la CONAIE. Buscaba también organizar el esquema legal de un modo más específico, especialmente en cuestiones como los usos, los estudios y obras, el riego y drenaje estatal, la transferencia de dominio de infraestructuras hídricas construidas por el Estado, la planificación, desarrollo, administración y defensa de recursos hidráulicos, la estructura del CNRH, la intervención del sector privado en la defensa y preservación de cuencas hídricas, entre otras.

Asimismo, existió otra propuesta de Ley de Aguas elaborada por Efraín Pérez para el Consejo, que era mucho menos extensa que las dos anteriores. Este anteproyecto, difundido en marzo de 1998, incorporaba expresamente al dominio marítimo entre los bienes que integraban el dominio estatal, propuesta sin precedentes a nivel nacional. 

Además, se proponía reformar la conformación del Consejo Nacional de Recursos Hídricos, que pasaba a estar integrado por delegados permanentes del Ministerio de Agricultura y Ganadería, el Ministerio del Ambiente, el Ministerio de Energía y Minas, el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, el Ministerio de Finanzas y la Secretaría General de Planificación del CONADE (Pérez, 1998: 2).

Cabe decir que los ejes del proyecto se remitían a la regulación de las funciones del CNRH con respecto a la administración del recurso, al uso sustentable, el aprovechamiento, el manejo y la contaminación de las aguas. Se planteó la forma de organización de los usuarios a través de directorios de aguas, tal como sucedía en normas jurídicas anteriormente existentes, con la diferencia de que su estatuto legal se remitía al que rige las corporaciones civiles privadas del Código Civil. Y, se estableció un procedimiento administrativo para la resolución de conflictos y para los casos de infracciones a la ley con sus respectivas sanciones.

3.4 Proyectos de ley procedentes del Congreso Nacional.- 

Entre noviembre de 1998 y octubre de 1999, el Congreso Nacional, a través de su Comisión de lo Económico, Agrario, Industrial y Comercial, puso a consideración del Ministerio de Agricultura y Ganadería y del Consejo Nacional de Recursos Hídricos, al menos, tres propuestas para reformar la ley de aguas vigente. 

En la última versión disponible, actualizada al 9 de septiembre de 1999, resaltó el diseño de un Sistema Nacional de Recursos Hídricos, conformado por instituciones públicas a nivel nacional y local, cuyas atribuciones se encontraban claramente definidas. En el mismo sentido del proyecto de Pérez, el CNRH dejaba de ser una institución exclusivamente adscrita al Ministerio de Agricultura y Ganadería y pasaba a estar constituida por varios de ellos. En este caso, el Directorio del Consejo estaría presidido por el Ministro del Ambiente, dando a la norma un carácter institucional enfocado más profundamente en la dimensión ambiental. 

Sobre el sistema de autorizaciones de aprovechamiento y uso de las aguas, no existían mayores modificaciones, salvo el caso de la exención para obtener permisos de aprovechamiento en el caso de usos domésticos y de abrevadero de animales. Asimismo, se mantuvo un esquema de prelación de usos y una regulación específica de las servidumbres (naturales y forzosas).

Como peculiaridades, resaltaron la creación de la Asamblea de Usuarios como entidad representante, una regulación más específica sobre protección y control de la calidad de las aguas y de vertidos contaminantes; y, la creación de las zonas de manejo especial sujetas a un régimen protectivo diferenciado al de las demás fuentes naturales.

3.5 Algunas consideraciones respecto de las propuestas.- 

Intentar explicar las razones por las cuales ninguna de estas propuestas fue integralmente asumida por la legislatura, podría implicar caer en el terreno de la suposición y de la elucubración.

A pesar de ello, lo que se puede afirmar a ciencia cierta es que antes de 1972, las propuestas se encontraban aisladas al campo de lo académico, sin que necesariamente medie ninguna institución pública o entidad privada interesada directamente en el manejo y la administración de los recursos hídricos. Obviamente, salvo el caso de la propuesta de Criddle que, como ya se explicó, respondía a un encargo del gobierno de la época, pero que no llegó a efectivizarse por falta de aplicabilidad a la realidad ecuatoriana.

En cambio, en la época comprendida entre 1972 y la actualidad, se puede ver que existe una suerte de proliferación de propuestas institucionales durante la década de los noventas, probablemente accionada por el planteamiento formal de reforma de la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador, quienes reclamaban mayor participación en el tema.

Ahora bien, las razones por las que ni la propuesta de la CONAIE ni las de otras instituciones (CNRH, Ministerio de Agricultura y Ganadería, Congreso Nacional) prosperaron, podría coincidir con la inestabilidad política que vivió el país durante esos años.

Efectivamente, el año 1996, en el que el sector indígena planteó sus reformas, coincidió con el final del último período presidencial que formalmente terminó: el de Sixto Durán Ballén. 

A partir de allí, el sistema democrático ecuatoriano ha experimentado tres derrocamientos presidenciales y cuatro gobiernos de transición, lo cual necesariamente implica que desde el Estado no se cuente con un interlocutor estable que permita el desarrollo de un proceso participativo más continuo. Probablemente, esta sea la causa de que las propuestas de los distintos actores sociales no hayan alcanzado el éxito deseado.

4. Los derechos colectivos de aguas.- 

Los derechos colectivos y difusos (también conocidos como derechos de tercera generación) constituyen una forma bastante moderna de derechos humanos
, cuya característica primordial consiste en que su titularidad y ejercicio es de grupo. Entre los ejemplos más citados por la literatura jurídica, se encuentran: el derecho “…al desarrollo, a la paz, al patrimonio artístico y cultural, a un medio ambiente sano, los derechos de los pueblos indígenas y los de los consumidores” (Grijalva, 2002: 1). 

Entre ellos, los derechos de los pueblos indígenas y afroecuatorianos, los derechos sobre el medio ambiente; y, los derechos de los consumidores fueron incorporados de modo expreso en la Constitución de 1998, por primera vez en la historia legislativa del Ecuador.

4.1 La lucha por el reconocimiento en la década de los noventas.-

Para algunos autores ecuatorianos
, el levantamiento indígena del año noventa, conocido también como el levantamiento del Inti Raymi (Palacios, 2002: 265), constituyó un referente inevitable de las luchas indígenas por el reconocimiento de sus derechos subjetivos. Aquella movilización puso de manifiesto la persistencia del conflicto con respecto a la tenencia de la tierra, a pesar de los intentos por amainarlo mediante las reformas agrarias de 1964 y 1973
 que supusieron adjudicaciones de tierras, y evidenció además la creciente disputa por el acceso a los recursos hídricos (Guerrero, 2004). 

De ahí en más, el movimiento indígena contemporáneo se articuló en función de varias organizaciones preexistentes. Guerrero y Ospina presentan una breve cronología de formación de las más importantes: ECUARUNARI en 1972, CONFENIAE en 1980 y CONAIE en 1986 (2003:1)
.

Otros años significativos para el movimiento indígena durante la década fueron 1992 y 1994, en los cuales se produjeron sendas movilizaciones hacia Quito. La primera, denominada Marcha sobre Quito, tuvo por objeto demandar el reconocimiento estatal de los territorios ancestrales; mientras la segunda: Levantamiento por la Vida, buscó reivindicar los derechos que habrían sido conculcados a través de las reformas agrarias
 aprobadas por el Congreso Nacional en el mismo año 1994 (Palacios, Op. Cit., 265).

Sobre la conformación de Pachakutik como organización política en 1996 y la consiguiente elección de su primer bloque legislativo, no existen criterios unánimes sobre la posibilidad de incluir o no dicho año como un referente en el enfoque del movimiento. Guerrero y Ospina presentan un epítome sobre varias posturas al respecto (Op. Cit. 15).

Pablo Dávalos, por ejemplo, sostiene que efectivamente se trató de un punto de inflexión que marcó una época distinta para el movimiento indígena. En la misma línea se podría mencionar a Napoleón Saltos, para quien este año determinó el paso “…de ser actores étnico-nacionales a ser sujetos político-nacionales”; y a Paulina Palacios, quien recoge el hecho en su cronología (Op. Cit. 265).

En cambio, el criterio de Marc Saint Upéry es distinto, puesto que él afirma que no existen razones significativas para considerar ningún cambio o punto de inflexión en base a las peticiones indígenas que siempre han sido las mismas (demandas de reconocimiento, económicas, de corte étnico y de clase).

En 1997, las fuerzas sociales del país convocaron a un paro cívico nacional que tenía por objeto deponer al gobierno de Abdalá Bucaram, objetivo que fue alcanzado el 5 de febrero del mencionado año. Este suceso, a criterio de Gina Chávez, fue el desencadenante de una crisis que incluyó el nombramiento de Fabián Alarcón como presidente interino; y, que finalizó con la designación de la Asamblea Constituyente como la encargada de elaborar la nueva constitución que entraría en vigencia en agosto de 1998 (2003: 108). 

Durante todo este lapso, el movimiento indígena desempeñó un rol protagónico, principalmente porque de allí nació la convocatoria pública para la conformación de la Asamblea Nacional Constituyente, propuesta a la cual luego se adhirieron varios sectores sociales, productivos y los mandos medios militares (Ibíd. 109).

Como corolario, el 11 de agosto de 1998 entró en vigencia la última Constitución Política de la República, la cual incluyó por primera vez, como ya se ha dicho, los derechos colectivos de los pueblos indígenas y afroecuatorianos. 

4.2 Los derechos colectivos de aguas de los pueblos indígenas en la Constitución Política y la legislación del Ecuador.- 

El Art. 84 de la Constitución Política de la República es taxativo en enumerar los derechos colectivos que el Estado ecuatoriano reconoce a favor de los pueblos y nacionalidades indígenas y afroecuatorianas, entendidas como grupos humanos. 

En el caso particular del agua, el numeral aplicable es el No. 4, que establece que los pueblos indígenas pueden: “Participar en el uso, usufructo, administración y conservación de los recursos naturales renovables que se hallen en sus tierras”, entre los cuales están ciertamente incluidos los recursos hídricos.

Cuando la Constitución menciona al derecho de uso se refiere a la “facultad de gozar de una parte limitada de las utilidades y productos de una cosa” (Art. 825 CC); mientras que, al hablar del derecho de usufructo, lo hace en relación con aquella “…facultad de gozar de una cosa, con cargo de conservar su forma y sustancia, y de restituirla a su dueño, si la cosa no es fungible; o con cargo de devolver igual cantidad y calidad del mismo género, o de pagar su valor, si la cosa es fungible” (Art. 778 CC).

Las diferencias existentes entre ambos derechos fueron claramente descritas por el prestigioso tratadista ecuatoriano, Eduardo Carrión Eguiguren, para quien: 1) el usufructo confiere el goce total de la cosa, mientras el uso solamente asigna una parte limitada de las utilidades, 2) el usufructo es transferible por acto entre vivos (i.e. un contrato de compraventa), mientras el uso no puede cederse a ningún título porque constituye un derecho personalísimo, 3) el usufructo puede ser singular o múltiple, dependiendo de si se otorga a favor de una o varias personas, a diferencia del uso que no admite más de un solo titular; y, 4) consecuentemente el usufructo consagra el derecho de acrecer cuando existen dos o más usufructuarios, mientras el uso no lo admite porque no existe más de un usuario (Cfr. 1982: 389).

Como se puede observar, la mentada disposición constitucional plantea una dualidad entre un derecho individual (representado por el uso) y otro colectivo (representado por el usufructo), normativa jurídica sin precedentes desde 1972 en el país. 

En efecto, la Ley de Aguas de 1972, antecedente directo de la actual codificación vigente, no consideró el otorgamiento del usufructo a favor del titular del derecho de aprovechamiento, sino solamente el uso; de la misma forma que sucede con la norma actual. Ello puede corroborarse mediante el análisis del Art. 5 de la Ley de Aguas que solamente otorga al titular del derecho de aprovechamiento: “el uso de las aguas con los requisitos prescritos en esta Ley”; y, en realidad, a través del análisis de todo el cuerpo normativo de aguas que en ninguno de sus preceptos menciona al usufructo como un derecho vinculado a la autorización administrativa para acceder al recurso.
Por tal razón, la inclusión de los derechos colectivos en el marco constitucional ecuatoriano implicó un verdadero avance en materia de su reconocimiento expreso, más aún si se toma en cuenta el hecho de que tal declaración no se circunscribió a marcos normativos legales ni secundarios, sino a la mismísima Carta Magna del Ecuador, la norma fundamental por excelencia.

Ahora bien, a pesar del avance normativo que ha supuesto la consideración constitucional de dichos derechos colectivos, tal como ha quedado expuesto en los párrafos anteriores, se debe reconocer que -de algún modo- la dualidad entre lo individual y colectivo siempre ha estado presente en el régimen legal, aunque no ha sido mencionada en forma expresa.

Así, se debe recordar que la ley de 1832 reconocía la existencia de aguas comunes. Lo mismo sucedía con la ley de 1936, la cual denominaba copropiedad a la propiedad común, tanto sobre los derechos de goce como sobre los derechos de servidumbre respecto de las acequias. Algo similar se puede decir respecto de la Ley de Aguas de 1960 como de la Ley de Condominio de Aguas del mismo año, que designaron como condominio a una forma comunitaria de ejercer los derechos de propiedad y aprovechamiento sobre las aguas.

Por consiguiente, ya sea que esta forma de ejercer derechos haya sido denominada: aguas comunes, copropiedad o condominio, lo cierto es que legislativamente el Ecuador siempre contó con una forma incipiente aunque poco acabada de derechos colectivos sobre las aguas, que desapareció luego de la promulgación de la ley de 1972, en virtud del cambio del status jurídico del recurso a la órbita de lo exclusivamente público.

Adicionalmente, más allá de las disquisiciones estrictamente legales que se puedan elaborar, se debe tener en cuenta que diversos grupos humanos (incluidos indígenas y campesinos) han manejado el acceso al recurso hídrico en forma comunitaria, aún antes de la expedición de la Constitución de 1998. 

Sobre el último punto, cabe decir que a pesar de la organización interna de las comunidades no siempre existe una distribución equitativa. Como evidencia empírica, se cita el caso del conflicto por acceso al recurso entre las comunidades Oyacachi y Cangagua respecto de los ríos Oyacachi y Yuracpaccha, descrito en la Memoria del Taller para determinar la situación actual en la cuenca del Oyacachi, en donde se recoge a breves rasgos la forma comunitaria de administración del agua por parte de ambas comunidades; y, además, cómo su litigio no resulta en una confrontación individual sino colectiva, entre comunidades (CESA-FONAG, 2003: 8).

Finalmente, para recalcar el punto de la organización interna sobre el tema la distribución y administración del agua, valdría la pena mencionar el caso de los usuarios del agua procedente de la cuenca del río Quijos. Constan allí dos entidades comunitarias: la Cooperativa El Tambo, dedicada a la ganadería y agricultura principalmente; y, la Comuna Jamanco cuyo énfasis se encuentra en la ganadería y el turismo. En ambos casos, existe una forma comunitaria de manejo del agua (CESA-FONAG, 2003: 12).

En conclusión, el manejo común de los recursos hídricos ha prevalecido aún antes de la incorporación del concepto de derechos colectivos en la Constitución actual, y prevalece a pesar de la inexistencia de una norma legal que regule el ejercicio pleno de tal disposición, recalcando el hecho de que dicha organización para el acceso y la distribución no siempre resulta equitativa para todos.

4.3 El Pluralismo Legal y la Costumbre como fuente del Derecho.- 

A pesar de que la CONAIE y el movimiento indígena lograron solo parcialmente conciliar su fin último; es decir la inclusión del concepto de plurinacionalidad en el texto constitucional (Palacios, 2003, 5), el reconocimiento expreso de la posibilidad de autodefinirse como nacionalidades  (Art. 83) y la conceptualización del Estado ecuatoriano como pluricultural y multiétnico (Art. 1º), constituyen de por sí un loable avance para el sector, en el sentido de que les permite validar jurídicamente sus prácticas tradicionales a través de la norma máxima.

En esta perspectiva, el ejercicio mismo y el respeto por parte de terceros de los derechos colectivos quedaron garantizados a través de un doble mecanismo:

· Judicial, puesto que el Art. 18 de la Constitución obliga a cualquier juez o tribunal de la República a impartir justicia, a pesar de la inexistencia de ley expresa que sirva de fundamento; y,

· Extra Judicial, puesto que el último inciso del Art. 191 de la Constitución declara válidas las funciones de justicia de autoridades indígenas, siempre y cuando éstas no contravengan lo dispuesto en la propia Constitución y en la ley. Se trata, en suma, de un método alternativo de solución de conflictos.

Pero, si bien es cierto que la regulación consuetudinaria de los derechos colectivos indígenas es un avance, hay que decir que no se trata de una forma extraña para la legislación ecuatoriana. En efecto, si se revisan normas legales, anteriores a la Constitución de 1998, se pueden identificar al menos dos ejemplos de casos en los que la ley ya se remitía a la costumbre, o dicho de otro modo, en que la costumbre constituía fuente del Derecho (Vg. la legislación laboral y la legislación comercial).

.

5. Estudios de caso.- 

Los estudios de caso mostrados a continuación persiguen un doble objetivo: a) mostrar que la legislación ecuatoriana no es aplicable en la práctica, dada la existencia de formas comunitarias de administración de los recursos hídricos; y, b) que la definición actualmente vigente de bienes públicos es incompatible, puesto que existen dimensiones privadas de manejo en el sector rural.

5.1 La acequia de Tabacundo.- 

La acequia Tabacundo
, o “antiguo canal Tabacundo”, ubicada entre los cantones Cambaye y Pedro Moncayo, constituye un referente en relación a su modalidad de administración extra lege, por parte del municipio; y, además, porque los conflictos por el acceso han determinado la inclusión de una nueva forma de administración comunitaria, que demuestra la preeminencia del Derecho Consuetudinario sobre el Positivo, y la modificación fáctica del status de propiedad hacia lo exclusivamente privado.

5.1.1 Administración municipal.- 

Tradicionalmente, la administración de la acequia ha estado a cargo del Municipio del cantón Pedro Moncayo, quien solicitó la adjudicación de las aguas transportadas a través del canal en 1911; tal y como se contemplaba en la ley de aguas de 1832, norma jurídica vigente en aquel entonces.

A través del tiempo, dicho municipio ha continuado al frente de la administración del canal, gestionando la distribución de agua entre los usuarios, a cambio de una tarifa calculada en función del volumen de consumo. 

Por tal razón, sobre la acequia ha existido una forma sui géneris de administración, encabezada por el municipio de Pedro Moncayo, donde el Estado no ejerce ninguna injerencia, a pesar de que el CNRH goza de una atribución expresa en la norma jurídica. Esta modalidad no ha sido totalmente amparada por la legislación, lo cual constituye un indicador importante que confirma que: cuando se trata de asuntos de riego no siempre el Derecho Positivo se cumple, dando paso a la aplicación del Derecho Consuetudinario.

5.1.2 Los conflictos entre usuarios y una nueva forma de administración de la acequia.- 

Poats y Zapata (2006) distinguen dos dimensiones de conflictos respecto de la acequia de Tabacundo, que en la actualidad no han sido solucionados. Por un lado, aquellos relacionados con la distribución del agua; y, por otro lado, aquellos derivados de la formulación del denominado: Proyecto Tabacundo (Op. Cit. 8-11).

Respecto de la distribución del agua, uno de los principales problemas consiste en que las tierras de propiedad de campesinos se encuentran ubicadas aguas abajo de aquellas que pertenecen a las empresas floricultoras, lo que dificulta la disponibilidad del recurso para los campesinos. Adicionalmente, existen problemas por la contaminación de las aguas propiciada por las mismas empresas productoras de flores. Si a ello se suman aspectos como: el robo de agua por quienes no tienen derechos ni pagan sus tarifas al municipio; y, la modalidad de administración municipal, que privilegia las autorizaciones de uso a favor de quienes más consumen (industrias ganaderas y florícolas), se configura alrededor de la acequia un conflicto de trascendencia significativa para la zona.

En cambio, en referencia al tema del Proyecto Tabacundo, se debe indicar que las comunidades indígenas y campesinas han expresado su oposición desde el momento en que su implementación se hizo posible; es decir desde el nuevo diseño elaborado por el Consejo Provincial de Pichincha, a mediados de los años noventa.

En 2005, varias comunidades afectadas de la zona decidieron conformar una especie de Pre-directiva, con la intención de administrar la acequia Tabacundo en la zona de Olmedo. En febrero de 2006, dicha Pre-directiva (integrada por organizaciones como: COINO, UNOPAC, TURUJTA, UCCOPEM, y la Junta de Regantes de Tabacundo y la Esperanza) decidió tomarse la acequia, con el objeto de recuperar la administración, acceso y control del agua, sin tomar en cuenta a los productores ganaderos ni florícolas. En la actualidad, la pre-directiva administra y monitorea el uso del agua, además de cobrar las tarifas que anteriormente los usuarios cancelaban al municipio de Pedro Moncayo.

Esta nueva manera de administración de la acequia, basada en una fórmula comunitaria organizada, constituye un referente de aplicación extra lege de administración de las aguas. Es decir, los preceptos jurídicos no se compadecen con la realidad de su aplicación práctica; y, la injerencia estatal queda reducida al rol de mero mediador de conflictos entre usuarios, dejando a un lado su función de custodio y administrador de los recursos hídricos a nivel nacional.

5.2 La cuenca del río El Ángel.- 

Geográficamente, la cuenca del río El Ángel
 se encuentra ubicada entre los cantones Mira, Espejo y Bolívar, pertenecientes a la provincia de Carchi, en la zona norte del Ecuador. El área corresponde al sistema hídrico del río Mira y se halla sometida a la jurisdicción de la Corporación Regional de la Sierra Norte (CORSINOR).

5.2.1 Conflictos por el acceso y distribución del agua.- 

La problemática de la cuenca del río El Ángel ha estado fuertemente vinculada con temas de acceso al recurso, reparto desigual, inoperatividad estatal y disputas por los derechos de aguas, a nivel interno y externo de las comunidades que habitan el área y de los demás usuarios. Por tanto, el escenario de conflicto se encuentra integrado por multiplicidad de actores: municipios, parroquias, usuarios individuales y colectivos, juntas de agua, empresas comerciales de producción de truchas y flores, entre otros. 

Para solucionar estos múltiples problemas, varias instancias locales de El Ángel (Parroquias: La Libertad, Mira, Tambo, Cayales Chota Chiquito, San Vicente de Pusir alto y bajo, Yascón, San Isidro, Mascarilla, San Francisco y El Ángel) se propusieron formular un sistema de control y gestión del recurso, el cual vio la luz en 1999, cuando se creó el Comité de Vigilancia de los Recursos Naturales en la zona, cuyos objetivos se centraron en el mantenimiento de los páramos, la distribución equitativa del recurso, la toma de conciencia sobre la contaminación y el uso racional del agua, el almacenamiento en invierno, su monitoreo, entre otros. Aunque el comité dejó de funcionar como tal un año después, los y las participantes continuaron las funciones desde el espacio del Consorcio Carchi, la plataforma de cuenca que opera en función del río El Ángel. 

El conjunto de estas y otras iniciativas se enmarcaron en el ámbito de un sistema de gestión y manejo de los recursos hídricos con un enfoque netamente comunitario. Es decir que, a pesar de la existencia de autorizaciones de uso y aprovechamiento de aguas a nivel individual, la emergencia del manejo impuso una fórmula comunitaria en cuanto a su administración; cuestión que permite concluir que, en la práctica, el ejercicio de derechos individuales no se contrapone con el de derechos colectivos, siempre y cuando una buena organización fundamente y regule el procedimiento de tal ejercicio.

5.2.2 La construcción del embalse La Encañada.- 

La construcción del embalse La Encañada
, surgida como una forma de mejorar la situación de escasez de agua, tanto de la acequia San Vicente de Pusir como de la comunidad de Yascón, ubicadas en el margen izquierdo de la cuenca del Río El Ángel, constituye para sus promotores (Junta General de Regantes de Yascón) una reafirmación de que el trabajo comunitario puede reemplazar la gestión del Estado a nivel local.

Cuando se examinan las diversas fases del proceso, el aspecto más importante que salta a la vista es que el Estado no participó directamente en ninguna de ellas, lo que deja en claro el hecho de que su mediación en los procesos comunitarios es débil e incipiente; a pesar de que la tradición legislativa ecuatoriana, históricamente le ha asignado un rol protagónico en cuanto a la gestión de recursos hídricos.

Además, esta modalidad de administración del agua desde la perspectiva local constituye un ejemplo más de la imposibilidad práctica de considerar a las aguas como bienes exclusivamente públicos; puesto que, a pesar de que la legislación así lo considera, el ejercicio real comunitario determina un manejo fundado en principios de propiedad privada.

6. Reflexiones Finales.- 

1. Según la tradición legislativa ecuatoriana, las fuentes naturales de agua no siempre se han considerado como bienes nacionales de uso público. Más bien, el análisis de la legislación histórica del país confirma una dicotomía entre lo público y lo privado. El cambio en el status legal de los recursos hídricos hacia lo exclusivamente público se produjo apenas en 1972, luego de ciento cuarenta y dos años de vida republicana, bajo un enfoque dualista de la propiedad de las aguas. 

2. Aunque la concepción de bien público actualmente vigente en el Ecuador no reconoce derechos patrimoniales a favor de nadie, ni siquiera del Estado al que designa como mero custodio y administrador de las aguas, cabe afirmar que la inexistencia de derechos efectivos de propiedad sobre el recurso hídrico es algo muy difícil de probar en la práctica, dada la existencia de una “fase privada” enmarcada en el ámbito del Derecho Consuetudinario que la norma jurídica actual no reconoce.

3. A pesar de que el ordenamiento jurídico ecuatoriano ha incorporado las características de la inalienabilidad y la imprescriptibilidad, lo que implica una prohibición expresa de que el agua sea objeto de comercio, se pueden identificar formas legítimas de traspaso de propiedad que contradicen los postulados normativos vigentes. 

4. Bajo los presupuestos normativos analizados, se ha dejado planteada la siguiente interrogante: ¿la noción del agua como bien público favorece la apropiación privada del agua? La hipótesis preliminar esbozada en este estudio intenta confirmar que sí; puesto que, de otro modo, no podría explicarse la existencia de traspasos de propiedad como prácticas comunes o consuetudinarias. Sin embargo, es necesario aclarar que cuando los tribunales ecuatorianos se han pronunciado sobre el particular, ellos han fundamentado su criterio en sentido contrario. 

5. Antes de 1972, las propuestas se encontraban aisladas al campo de lo académico, sin que necesariamente medie ninguna institución pública o entidad privada interesada directamente en el manejo y la administración de los recursos hídricos. Esta podría constituir una explicación del porqué nunca llegaron a consolidarse. 

6. En cambio, desde 1972 en adelante se plantearon varias propuestas institucionales importantes, principalmente durante la década de los noventas. Esta propagación de propuestas de reforma pudo haberse acelerado a partir de los planteamientos de la CONAIE en 1994, quienes reclamaban mayor participación en el tema.

7. Las razones por las que ni la propuesta de la CONAIE ni las de las demás instituciones (CNRH, Ministerio de Agricultura y Ganadería, Congreso Nacional) prosperaron, coincide con la inestabilidad política que vivió el país durante esos años, que experimentó tres derrocamientos presidenciales y cuatro gobiernos de transición, lo cual necesariamente implicó la inexistencia de un interlocutor estatal estable, quien permita el desarrollo de un proceso participativo más continuo. 

8. El rol desempeñado por el movimiento indígena en la inclusión y reconocimiento constitucional de los derechos colectivos en la Constitución Política de la República de 1998 fue decisivo, puesto que de allí nació la convocatoria pública para la conformación de la Asamblea Nacional Constituyente, propuesta a la cual luego se adhirieron varios sectores sociales, productivos y mandos medios militares. 

9. A pesar de que los derechos colectivos fueron reconocidos en la Constitución apenas en 1998, el manejo común de los recursos hídricos ha prevalecido aún antes de tal incorporación y prevalece a pesar de la inexistencia de una norma legal que regule el ejercicio pleno de este derecho; lo cual, en todo caso, no implica necesariamente que las formas de organización para el acceso y la distribución del agua siempre resulten  equitativas para todos.

10. Si bien es cierto que la regulación consuetudinaria de los derechos colectivos indígenas es un avance, hay que decir que no se trata de una forma extraña para la legislación ecuatoriana. En efecto, si se revisan normas legales, anteriores a la Constitución de 1998, se pueden identificar al menos dos ejemplos de casos en los que la ley ya se remitía a la costumbre, o dicho de otro modo, en que la costumbre constituía fuente del Derecho.

11. Los estudios de caso, analizados a propósito de esta investigación, constituyen ejemplos de iniciativas locales que han buscado organizarse para administrar y gestionar los recursos hídricos, dada la poca o inexistente intervención estatal, donde la característica común ha sido la existencia de modalidades comunitarias de administración que se han impuesto al Derecho Positivo. 

12. Estas formas de organización han implicado abordar a los recursos hídricos como bienes privados, a pesar de que la dominialidad del agua se encuentra suficientemente garantizada, no solamente por la ley de la materia sino inclusive a nivel constitucional.

.
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� Versión basada en el artículo original preparado por el propio autor: El Derecho de las Aguas en la Legislación Ecuatoriana y las Implicaciones del Reconocimiento de Derechos Individuales y Colectivos, para el Proyecto Visiòn Social del Agua (GIAB / IDRC).


� Lei. Permitiendo sacar aguas por fundos ajenos prévia su indemnisación, publicada en el Primer Rejistro Auténtico Nacional  No. 36. Año de 1832.


� Ley de Aguas, Decreto No. 289, publicada en el Registro Oficial No. 242 de 17 de julio de 1936.


� Código Civil, Decreto Legislativo No. 0, publicado en el Registro Auténtico No. 1860 de 3 de Diciembre de 1860. Fuente secundaria: LEXIS S.A., 2006.


� Decreto publicado en el Registro Oficial No. 247 de 28 de marzo de 1945.


� Ley de Riego y Saneamiento del Suelo, Decreto publicado en el Registro Oficial No. 36 de 13 de julio de 1944.


� Reglamento sobre el uso y goce de aguas remanentes de una heredad o industria, Decreto Ejecutivo No. 142, publicado en el Registro Oficial No. 200 de 27 de junio de 1938.


� Disposiciones para el uso de acequias y aguas de regadío en provecho de la agricultura, Decreto Legislativo publicado en el Registro Oficial No. 640 de 14 de octubre de 1942.


� Ley de Aguas, Recopilación de la Comisión Legislativa, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 1202 de 20 de agosto de 1960.


� Ley de Aguas, Decreto Supremo No. 369, publicado en el Registro Oficial No. 69 de 30 de mayo de 1972.


� Ley de creación del Instituto Ecuatoriano de Recursos Hidráulicos, Decreto Supremo No. 1551, publicado en el Registro Oficial No. 158 de 11 de noviembre de 1966.


� Codificación de la Ley de Aguas, C. 2004-016, publicada en el Registro Oficial No. 339 de 20 de mayo de 2004.


� Ley de Desarrollo Agrario. Codificación No. 2, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 315 de 16 de abril de 2004.


� La acción popular consiste en un recurso judicial que puede ser interpuesto por cualquier persona, sin necesidad de que ésta se considere afectada directa del daño o perjuicio. Pero también la Constitución prevé una acción de grupo, la cual tiene por objeto “actuar en defensa o resguardo del derecho de un conjunto claramente identificable de individuos con un misma comunidad de intereses” (Andrade, 1996: 115). Para profundizar en el tema se sugiere consultar el propio ensayo de Santiago Andrade Ubidia.


� Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental, Decreto Supremo No. 374, publicado en el Registro Oficial No. 97 de 31 de mayo de 1976.


� Codificación de la Ley de Gestión Ambiental. Codificación No. 19, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 418 de 10 de Septiembre de 2004.


� Decreto Ejecutivo No. 224 de 25 de octubre de 1994 y Decreto Ejecutivo No. 2516 de 20 de febrero de 1995.


� Entre los que se incluyen: Derechos de primera generación (civiles y políticos) y de segunda generación (económicos, sociales y culturales). 


� Se sugiere consultar por ejemplo: Guerrero (2002), Navas (1998), Palacios (2003 y 2002), entre otros.


� La primera reforma agraria fue promovida legalmente a través de la Ley de Tierras Baldías y Colonización, Decreto Supremo No. 2172, publicado en el Registro Oficial No. 342 de 28 de septiembre de 1964. Y, la segunda, mediante la Ley de Reforma Agraria, Decreto Supremo No. 1172, publicado en el Registro Oficial No. 410, de 15 de octubre de1973.


� ECUARUNARI (Ecuador Runacunapac Riccharimi - Amanecer del Pueblo Indio), CONFENIAE (Confederación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonía Ecuatoriana) y CONAIE (Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador). Cfr. Guerrero y Ospina (Op. Cit.)


� Ley No. 54, publicada en el Registro Oficial No. 461, de 14 de junio de 1994.


� Esta sección ha sido elaborada en base a la información contenida en el documento: estudio de caso sobre la acequia tabacundo y las micro cuencas de los ríos Pisque y la Chimba, en los cantones Cayambe y Pedro Moncayo, provincia del pichincha, en el norte del ecuador, por Susan Poats y Alex Zapatta.  


� Esta sección ha sido elaborada en base a la información contenida en el documento: ¿Abundancia o Escasez? de Mauricio Proaño y Susan Poats.


� Esta sección ha sido elaborada en base a la información contenida en el documento: ¿Dónde construir un embalse sin afectar al páramo? El caso de la acequia San Vicente de Pusir / Yascón y el embalse LA ENCAÑADA, de Mauricio Proaño y Susan Poats.
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